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RECUSACIÓN DEL DISCIPLINADOR/ No configura causal de interés directo o enemistad grave el hecho de haber iniciado diversos procesos disciplinarios o no tener interrelación personal/ Ausencia probatoria 

“(…) no demostró qué interés, ya sea directo o indirecto, tenía la Jueza para separarlo del cargo; esto es, si era que requería el puesto para otra persona o dejarlo simplemente sin empleo. Por el contrario, como se afirma en la misma recusación llevan `desde hace más o menos seis años…´ en estas circunstancias y de ser el querer de la recusada retirarlo pues no hubiera esperado tanto tiempo y simplemente con una calificación insatisfactoria lo hubiera logrado de manera anticipada.”
“Es cierto que se han iniciado varios disciplinarios en contra del recusante, pero no es menos cierto que ninguno de ellos se ha definido y, por lo mismo, es imposible decir que influyan en la decisión que se vaya a tomar, pues se trata de una eventualidad que no incide en el interés de la Jueza en las resultas del proceso, si bien se desconoce cuál va a ser el resultado de las investigaciones.    

Tal como lo manifiesta la funcionaria, los procesos disciplinarios contra el señor Gaviria Ocampo fueron iniciados por denuncias que tenían que ver con su desempeño del cargo, quejas que presentaban los mismos empleados del juzgado, como aquí ocurrió, por lo que no se observa como pueda configurarse un interés en las resultas de la acción disciplinaria ni mucho menos una enemistad grave, pues la funcionaria, simple y llanamente, está cumpliendo con la ley.

Y el hecho de alegar esa enemistad grave, porque no existe comunicación entre disciplinado y la Jueza, no tiene ningún fundamento, dado que dicha interlocución no es necesaria, la encargada directa es la Secretaría del despacho quien imparte las órdenes del caso y articula la comunicación entre la titular y sus empleados.”
Citas: Corte Constitucional, sentencia C-545 de 2008; Corte Suprema de Justicia, Sala Penal, providencia 7 de octubre de 2013 -rad. 39931- y auto 6198 de 20 de octubre de 2015.
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Acta No. 23 del 29 de marzo de 2016
Corresponde a la Sala Plena del Tribunal Superior de este Distrito Judicial, decidir si acepta o no la recusación que en el asunto disciplinario que se sigue contra el señor Diego Gaviria Ocampo, se le planteó a la señora Jueza Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, y que ella no aceptó.
ANTECEDENTES

El 21 de octubre de 2014, la titular del Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal abrió investigación disciplinaria contra el señor Diego Gaviria Ocampo y dispuso, entre otras cosas, oírlo en versión libre. Aplazada la audiencia respectiva, el apoderado del disciplinado solicitó el archivo de las diligencias por exclusión de responsabilidad, dada la inhabilidad del encartado, lo que se despachó desfavorable por ausencia de una prueba de esa condición, mediante auto del 26 de noviembre del mismo año, decisión que fue apelada, lo que propició que la funcionaria revisara nuevamente la situación y decidiera, en auto del 12 de diciembre, apartarse de aquel proveído y disponer, en su lugar, la valoración del disciplinado por parte del Instituto de Medicina Legal, con el fin de establecer su patología. 

Mientras se surtía ese trámite, el 20 de abril de 2015, Diego Gaviria Ocampo denunció por acoso laboral a la señora Jueza ante la Sala Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura; valido de esa circunstancia, su apoderado judicial la recusó con apoyo en el numeral 8 del artículo 84 de la Ley 734 de 2002. El 21 siguiente, la funcionaria aceptó la causal esgrimida, decisión que fue revocada por esta Corporación en su Sala Plena mediante providencia de agosto 6 de 2015. 

Por conducto de abogado, el disciplinado presentó nuevamente solicitud de recusación contra la funcionaria, el 20 de noviembre del mismo año, y la hizo consistir en las causales señaladas en los numerales 1º y 5º del artículo 84 de la Ley 734 de 2002, esto es, “tener interés directo en la actuación disciplinaria” y “enemistad grave”, que no fueron acogidas por la Jueza mediante providencia del 23 de noviembre de 2015, la cual, debido a la devolución por parte de esta Sala Unitaria, fue complementada por auto del pasado 19 de enero. 

Remitidas las diligencias a esta colegiatura se procede a resolver sobre la recusación, previas las siguientes:
   



CONSIDERACIONES

Esta Sala es competente para conocer el presente asunto por mandato del artículo 87 del estatuto único disciplinario, que expresamente señala que es el superior del Juez el que debe resolver sobre el impedimento o la recusación no aceptada; para este caso, por tratarse de una cuestión administrativa, es la Sala Plena del Tribunal Superior del Distrito Judicial, criterio que ha sido acogido en anteriores oportunidades por la Corporación
, atendiendo, adicionalmente, lo que sobre el particular ha señalado el Consejo de Estado en Sala de Consulta y Servicio Civil
. 
Las causales de impedimento y de recusación tienen una finalidad específica que es la de garantizar a las partes una absoluta imparcialidad del Juez, en aras de que se mantenga incólume el derecho al debido proceso, pero, además tienen la característica de ser taxativas.

Bien claro se tiene que la imparcialidad es un principio de rango constitucional que lo que busca es la seguridad jurídica de las partes en las decisiones judiciales, separando del proceso, sea administrativo o judicial, al funcionario que vea afectado su criterio por cuestiones objetivas o subjetivas, bien por sí mismo mediante el impedimento, ora porque las partes lo recusen. Sea cual fuere la figura a utilizar, el objetivo principal es apartar del caso a la persona que va a definir el asunto; así lo ha expuesto nuestro máximo tribunal Constitucional que al respecto ha dicho: 
“En el universo jurídico y político se ha considerado tradicionalmente que la imparcialidad está suficientemente garantizada con la probidad y la independencia del Juez, de manera que éste no se incline intencionadamente para favorecer o perjudicar a alguno de los sujetos procesales, o hacia uno de los aspectos en debate, debiendo declararse impedido, o ser recusado, si se encuentra dentro de cualquiera de las causales previstas al efecto.”
 
Precisamente de esa imparcialidad es la que se debe partir con el fin de buscar una recta administración de justicia, por lo que resulta necesario que la razón que esgrime el funcionario, o que se le propone, esté prevista en la ley y, adicionalmente, que respecto de ella concurran todos los elementos que le son propios.  
Para el caso en estudio, se acude a las causales de recusación 1ª y 5ª del artículo 84 del Código Disciplinario Único
, que expresamente señalan:
  


“1.
Tener interés directo en la actuación disciplinaria, o tenerlo su cónyuge, compañero permanente, o alguno de sus parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil. 

  


…

  


5.
Tener amistad íntima o enemistad grave con cualquiera de los sujetos procesales”

Sobre el sentido y alcance de estas causales, se ha señalado que, en cuanto a la primera de ellas: 
“Esta Corporación (Corte Constitucional) ha señalado que para que proceda un impedimento por la causal de interés directo en la decisión, deben reunirse al menos dos requisitos: que el interés manifestado sea actual y directo. Sobre lo que esto significa, la Corte señaló lo que sigue en el auto 080A de 2004:

“Es directo cuando el juzgador obtiene, para sí o para los suyos, una ventaja o provecho de tipo patrimonial o moral, y es actual, cuando el vicio que se endilga de la capacidad interna del juzgador, se encuentra latente o concomitante al momento de tomar la decisión. De suerte que, ni los hechos pasados, ni los hechos futuros tienen la entidad suficiente para deslegitimar la competencia subjetiva del Juez.”
.
  



Y referente a la causal quinta se ha dicho:

   


“(…) recuérdese que la palabra “enemistad”, desde el punto de vista semántico, es la “aversión u odio entre dos o más personas”, según la define el Diccionario de la Real Academia Española.


  


“En consecuencia, la enemistad lleva implícita la idea de la reciprocidad, pues es un sentimiento que plantea una situación entre dos o más personas, como es la aversión o el odio, implicando que, por regla general, no pueda haber enemistad sin correspondencia, es decir, de un sólo individuo hacia otro que ignore tales desafectos que despierta o produce”.


  


“Igualmente, no se trata de cualquier enemistad la que constituye la causal de dicho impedimento, es decir, no es una simple antipatía o prevención entre el Juez y el sujeto procesal, pues la ley la califica de “grave”, lo que significa que debe existir el deseo incontenible de que el ser odiado sufra daño, generándose en el funcionario judicial una obnubilación que lo lleva a perder la debida imparcialidad para decidir
”.





De lo cual se puede concluir que se trata de causales subjetivas que deben estar soportadas en pruebas debida y oportunamente allegadas al expediente, que demuestren el actual interés y enemistad grave del Juez hacía el disciplinado; no es el solo hecho de proponerlas, sino que por su connotación deben estar suficientemente demostradas
.

Descendiendo al caso, de entrada se debe decir que del conjunto probatorio se observa que nada se acredita al respecto, ni el interés directo ni mucho menos la enemistad grave que lleve a la funcionaria a separarse del conocimiento del proceso disciplinario.
En efecto: el señor Diego Gaviria Ocampo, por intermedio de su apoderado, simplemente hizo unas afirmaciones en su escrito de recusación, sin sustento probatorio alguno, se dedicó a insinuar que por varios procesos disciplinarios que la Jueza le abrió y no dirigirle la palabra, se debe alejar del trámite de la presente acción, hechos que deben ser debidamente probados con el fin de que se llegue a la certeza sobre las aseveraciones que allí se hacen
.
Si se observa el escrito, no demostró qué interés, ya sea directo o indirecto, tenía la Jueza para separarlo del cargo; esto es, si era que requería el puesto para otra persona o dejarlo simplemente sin empleo. Por el contrario, como se afirma en la misma recusación llevan “desde hace más o menos seis años…”
 en estas circunstancias y de ser el querer de la recusada retirarlo pues no hubiera esperado tanto tiempo y simplemente con una calificación insatisfactoria
 lo hubiera logrado de manera anticipada.

Es pertinente recordar que según el artículo 115 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia los jueces son los encargados de disciplinar a sus subalternos y esa facultad, como tal, no da lugar a que si se inician varios procesos respecto de un mismo empleado se tenga que declarar impedido para conocer de los posteriores al primero, pues es una función legal, por lo que tiene que tramitarlos y definirlos conforme a las pautas legales y probatorias del caso. 
Es cierto que se han iniciado varios disciplinarios en contra del recusante, pero no es menos cierto que ninguno de ellos se ha definido y, por lo mismo, es imposible decir que influyan en la decisión que se vaya a tomar, pues se trata de una eventualidad que no incide en el interés de la Jueza en las resultas del proceso, si bien se desconoce cuál va a ser el resultado de las investigaciones.    

Tal como lo manifiesta la funcionaria, los procesos disciplinarios contra el señor Gaviria Ocampo fueron iniciados por denuncias que tenían que ver con su desempeño del cargo, quejas que presentaban los mismos empleados del juzgado, como aquí ocurrió
, por lo que no se observa como pueda configurarse un interés en las resultas de la acción disciplinaria ni mucho menos una enemistad grave, pues la funcionaria, simple y llanamente, está cumpliendo con la ley.

  Y el hecho de alegar esa enemistad grave, porque no existe comunicación entre disciplinado y la Jueza, no tiene ningún fundamento, dado que dicha interlocución no es necesaria, la encargada directa es la Secretaría del despacho quien imparte las órdenes del caso y articula la comunicación entre la titular y sus empleados.

Es más, ella misma, desde que asumió el cargo hace siete años, ha estado al tanto de los problemas que presenta el disciplinado, hasta el punto, como expresamente lo manifiesta, de tratar por todos los medios de que “…se hiciera cargo de sus dificultades brindándole mi apoyo incondicional…“ mediante “...(memorandos instructivos, llamados de atención escritos, oficios, consultorias organizacionales, entre otros)…”
, lo que denota una actitud de enseñanza y corrección en la funcionaria y no de animadversión, como lo quiere hacer ver el recusante.

Así las cosas, se declarará infundada la recusación propuesta contra la Jueza Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal para separarse de la investigación disciplinaria que sigue contra el señor Diego Gaviria Ocampo, por los hechos ocurridos el 21 de octubre de 2014 y se dispondrá la remisión de las diligencias a ese despacho judicial, para que prosiga con su trámite. 
  



DECISIÓN

En armonía con lo discurrido, la Sala Plena del Tribunal Superior de Pereira, DECLARA INFUNDADA la recusación propuesta contra la Jueza Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, para separarse de la investigación disciplinaria que sigue contra el señor Diego Gaviria Ocampo, por lo hechos ocurridos el 21 de octubre de 2014. 

Se ORDENA la devolución de la actuación a ese despacho judicial, para que prosiga con el trámite pertinente. 
Contra esta decisión no procede recurso alguno.
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� Resolución 456 de diciembre 13 de 2012


� Así lo hizo en providencia del 7 de junio de 2002, al desatar un conflicto de competencia entre esta Sala y la Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura.


� H. Corte Constitucional. Sentencia C-545 de 2008. M.P. Nilson Pinilla Pinilla.


� Ley 734 de 2002.


� CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sala de Casación Penal. Auto ATP6198-2015 del 20-10-2015, MP: Patricia Salazar Cuéllar. 


� Cfr. Radicados 41673, auto de julio 13 de 2013, y antes.


� CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. Sala de Casación Penal. Providencia del 07-10-2013, MP: Luis Guillermo Salazar Otero, exp. 39931.


� “A pesar del carácter eminentemente subjetivo que tienen la amistad y la enemistad, el art. 150, num. 9o, exige que una serie de hechos exteriores demuestre en forma inequívoca la existencia de esos sentimientos, o sea, que  la norma no permite la fundamentación de este impedimento en la simple afirmación de la causal, sino que es necesario - sea que el juez declare el impedimento, sea que se presente la recusación- que se indiquen los hechos en que se apoya la apreciación y más aún, si fuere el caso que se demuestren, por cuanto sería particularmente peligroso permitir que bastara la simple afirmación de la causal para que ésta (Sic) fuera viable, en especial cuando se trata de recusación.” (LÓPEZ BLANCO, Hernán Fabio. Procedimiento civil, tomo I, 2005, 9ª edición, DUPRÉ Editores, p. 241)


 





� “La prueba sirve para establecer la verdad respecto de los hechos relevantes para la decisión. El hecho es el objeto de la prueba; lo que es probado en el proceso, en términos del enunciado fáctico al cual se refiere la prueba. En el proceso se demuestran hechos para resolver controversias jurídicas sobre la existencia de derechos u obligaciones, o la procedencia de sanciones.  El hecho se determina en la medida de la prueba es, entonces, el hecho respecto del cual la prueba demuestra, confirma o refuta, y se determina con relación al enunciado empírico al cual ha de referirse la prueba.” (PEÑA AYAZO, Jairo Iván. Prueba Judicial, Análisis y Valoración. Consejo Superior de la Judicatura Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla. Plan Anual de Formación y Capacitación de la Rama Judicial. Bogotá. 2007. Pág. 19)


� Fl. 102, C. principal.


�Artículo 71 de la Ley 270 de 1996. “Evaluación de empleados. Los  empleados de carrera serán evaluados por sus superiores jerárquicos anualmente, sin perjuicio de que, a juicio de aquéllos, por necesidades del servicio se anticipe la misma. 


La calificación insatisfactoria de servicios dará lugar al retiro del empleado. Contra esta decisión proceden los recursos de la vía gubernativa.”


� Fl. 3, C. 1


� Fl. 117. C. 1
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